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DE LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA PARA RECLAMAR PRESTACIONES DE LA SEGURIDAD SOCIAL. “De acuerdo con la copiosa jurisprudencia del máximo órgano de cierre en materia constitucional, la acción de tutela no es el medio idóneo para el reconocimiento y pago de prestaciones de la Seguridad Social, pues  al versar sobre derechos de orden legal, se deben debatir ante la jurisdicción laboral o la contenciosa administrativa. Según el inciso 3° del artículo 86 de la Constitución Nacional, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, cuando estos resultan ineficaces, o en aquellos eventos en que se pretenda evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras la justicia decide.”.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, diecinueve de enero de dos mil dieciséis
Acta N° 0         de  19 de enero de 2016
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a resolver el recurso de apelación interpuesto por el señor JOSÉ SILVIO MESA IDARRAGA contra la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira el 11 de noviembre de 2016, dentro de la acción de tutela por él iniciada contra PORVENIR S.A., el HOSPITAL DE CALDAS, el MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO, el DEPARTAMENTO DE CALDAS y el MUNICIPIO DE MANIZALES.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Indica el señor Mesa Idarraga que presentó solicitud pensional ante el Fondo de Pensiones Porvenir el día 1º de julio de 2014; que posteriormente, ante la demora en el trámite, el día 14 de diciembre reiteró la petición y en esta oportunidad el fondo le informó que en su sistema no se reporta la iniciación de su trámite pensional y lo referente a la redención anticipada del bono pensional, motivo por el cual, en el mes de diciembre de 2015, diligenció todos los documentos necesarios para solicitar la pensión anticipada de vejez.

Informa que pese a que la Gobernación de Risaralda emitió la resolución por medio del cual reconoció la cuota parte del bono pensional a su favor, Porvenir S.A. continuó sin reconocer el derecho, a pesar de que los cuotapartistas aceptaron el reconocimiento correspondiente al bono pensional y que en la actualidad ya no pretende la pensión anticipada, sino la pensión de vejez, dado que ya alcanzó la edad de 62 años.

Precisa que el trámite está suspendido en virtud al silencio que, frente a la cuota parte que le corresponde del bono pensional, ha asumido el Hospital de Caldas Empresa Social del Estado, sin que Porvenir S.A. realice las gestiones correspondientes con miras a resolver su petición pensional, motivo por el cual impetra la presente acción de tutela, con el fin de que sean protegidos sus derechos fundamentales de petición, a la seguridad social, a la vida digna y al mínimo vital y como consecuencia aspira que se ordene al Hospital de Caldas Empresa Social del Estado que responda el derecho de petición formulado por Porvenir S.A. el día 11 de septiembre de 2015, para que éste a su vez, proceda a conceder la pensión de vejez.

TRÁMITE IMPARTIDO

El trámite de la presente acción, le correspondió por reparto al Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de esta ciudad, el cual, una vez la admitió, concedió a la parte accionada el término de dos (2) días, a efectos de que ejerciera su derecho de defensa.
El Hospital de Caldas Empresa Social del Estado, se vinculó a la litis informando que ha dado respuesta a los diferentes derechos de petición formulados por el actor, a través de los cuales le fue informado que el reconocimiento y pago de del bono pensional correspondiente al periodo comprendido entre el 1º de agosto de 1974 y el 16 de septiembre de 1979 le corresponde a la Concurrencia del Sector Salud, conforme lo dispone el artículo 78 de la Ley 1438 de 2011.

A su turno, Porvenir informó que el actor no había radicado solicitud pensional ante esa administradora; sin embargo, precisó que no tenía derecho al reconocimiento pensional reclamado, pues no cuenta con el capital necesario para acceder a la gracia pensional. 

Precisa que en la actualidad, el procedimiento adelantado en el caso del señor Mesa Idarraga, para solicitar la emisión del bono por parte de la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público se encuentra pendiente de la cuota parte de la Empresa Social del Estado Hospital de Caldas, entidad que aunque certificó la calidad de empleador del tutelante y el tiempo laborado a su servicio, se niega a asumir su pago, pues estima que tal carga le corresponde al Municipio de Caldas, en virtud al contrato de concurrencia que tenían éstas entidades.

Afirma que ha cumplido con su labor gestionando lo necesario para definir el caso, sin embargo, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público no ha certificado dicho contrato de concurrencia, por lo que solicita su vinculación al presente trámite a través de la Dirección General de Regulación Económica de Seguridad Social del Ministerio de Hacienda y Crédito Público.

Mediante auto de fecha 14 de septiembre de 2016, se ordenó integrar la litis con dicha dependencia, la que, luego de su notificación dio respuesta a la acción, haciendo un recuento normativo y fáctico relacionado con el contrato de concurrencia suscrito entre el entonces Ministerio de Salud, el Departamento de Caldas y el Municipio de Manizales, con el fin de financiar el pasivo prestacional del sector salud de éste municipio causado al 31 de diciembre de 1993, el cual cobija a los trabajadores activos y pensionados de la ESE Hospital de Caldas, entre otros, inscritos en la Certificación de Beneficiarios del extinto Fondo del Pasivo Prestacional del Sector Salud expedida por la Dirección General de Descentralización y Desarrollo Territorial del entonces Ministerio de Salud.
Indicó también, que con la Ley 715 de 2001, se suprimió dicho fondo y la responsabilidad financiera de la Nación fue traslada al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, encontrándose en la actualidad en revisión el contrato de concurrencia antes señalado.

Frente el caso concreto, informó que el señor Mesa Idarraga quedó inscrito como beneficiario retirado del Hospital Universitario de Caldas en el certificado de Beneficiarios del extinto Fondo del Pasivo Prestacional del Sector Salud,  por lo tanto, se puede beneficiar de los recursos del citado Fondo y su pasivo pensional podrá ser financiado a través de contratos de concurrencia.
No obstante, como dicho convenio no incluyó una reserva pensional para financiar el pasivo de quienes quedaron registrados como “retirados” por cuanto su derecho era incierto, lo que corresponde, en consideración con lo expuesto por el artículo 242 de la Ley 100 de 1993, es que el Hospital de Caldas asuma el pago del bono pensional o de la cuota parte del bono pensional, sin perjuicio de que pueda recobrar, si a ello hay lugar, una vez se celebre el contrato de concurrencia.

La oficina de Bonos Pensionales de esa misma Cartera Ministerial, luego de indicar la incompetencia del Juzgado de conocimiento para decidir la presente acción constitucional, dada su calidad de entidad del orden nacional,  afirmó que nunca ha recibido derecho de petición alguno presentado por el señor Mesa Idarraga.

Adicional a lo expuesto, informó que a pesar de haberse solicitado la emisión del bono pensional por parte de Porvenir S.A., el Departamento de Risaralda y el Municipio de Caldas no han cancelado su cuota parte, habiendo éste último objetado su participación, por considerar que no es el llamado a responder, por el tiempo certificado por la ESE Hospital de Caldas.
Refiere que el término de la emisión del bono no ha transcurrido, en la medida en que la información no está Confirmada, Certificada y sin Objeciones.

Respecto a la financiación del bono pensional, expuso iguales argumentos a los expuestos por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, haciendo la claridad  que en el caso del actor, al ser beneficiario retirado del Fondo del Pasivo Prestacional del Sector Salud, su derecho a la pensión era incierto al 31 de diciembre de 1993, motivo por el cual no se incluyó el cálculo actuarial correspondiente y éste sólo puede hacer parte cuando se convierta en cierto y se celebre un nuevo contrato de concurrencia entre la Nación y los Entes Territoriales, lo cual no se ha dado y por ello el bono pensional debe ser pagado por la ESE Hospital de Caldas.

Al margen de lo anterior, precisa que dada la naturaleza del derecho reclamado, la acción de tutela no es el mecanismo llamado a dirimir el conflicto, por lo que necesariamente el actor debe acudir a la justicia ordinaria en aras de obtener su derecho pensional.
Finalmente, solicito la integración de contradictorio con Colpensiones y el Departamento de Risaralda, en calidad de contribuyentes en el bono pensional del cual es beneficiario del señor Mesa Idarraga.  

Llegado el día de fallo, la juez de primer grado, declaró el hecho superado al advertir que la ESE Hospital de Caldas, atendió el requerimiento efectuado por Porvenir S.A. el día 11 de septiembre de 2015.  En relación con la protección dirigida al fondo de pensiones, indicó la falladora de instancia, que todas y cada una de las peticiones elevadas por el señor Mesa Idarraga fueron atendidas por ésta, haciendo claridad en que en ninguna de ellas se solicitó el reconocimiento pensional, por lo que negó la protección solicitada, precisando además, que si lo pretendido por el actor era que a través de este medio se le otorgara la prestación que reclama, tal aspiración es improcedente dado que no puede desplazar la competencia del juez natural, pues esa no es la finalidad de la acción de tutela.
No obstante lo anterior, previno a Porvenir S.A. para que le brinde la información y asesoría que requiere el afiliado y agilice los trámites para el reconocimiento y pago de la pensión a la que haya lugar.
Inconforme con la decisión el tutelante la impugnó solicitando la protección de los derechos fundamentales que alega conculcados, pues luego de hacer un recuento de lo acontecido en la instancia anterior, considera necesario qu se defina a través de este mecanismo especial de protección qué entidad debe reconocer y pagar el bono pensional que requiera para que sea definida la prestación reclamada a Povenir S.A.
Mediante providencia de fecha 28 de octubre de 2016, esta Sala decretó la nulidad de la sentencia proferida dentro de la presente acción de tutela, al advertir que no se vinculó al trámite al Municipio de Manizales y al Departamento de Caldas, entidades a las que la ESE Hospital de Caldas, atribuyó la obligación de reconocer y pagar el bono pensional del señor José Silvio Mesa Idarraga, de conformidad con lo dispuesto en la ley 60 de 1993, en concordancia con lo establecido en el artículo 61 de la Ley 715 de 2001, reglamentado por el Decreto Nacional 1338 de 2002, la ley 1438 de 2011 y el Decreto 700 de 2013.
Devuelto el expediente al Juzgado y luego de vincular a las citadas entidades, éstas dieron oportuna respuesta.

El Departamento de Caldas, indicó a su favor que la ley 60 de 1993 creó el extinto Fondo Nacional del Pasivo Prestacional del Sector Salud, normatividad que, entre otras cosas, reguló la financiación del pasivo prestacional de las entidad de dicho ramo, creando la figura de la concurrencia, con la cual se busca que la Nación, los entes territoriales y las instituciones privadas, contribuyan en el pago de su pasivo pensional.
Sostiene que en virtud a dicha normatividad el municipio de Manizales, el Departamento de Caldas y el entonces Ministerio de Salud, suscribieron un convenio interadministrativo para transferir recursos al Hospital de Caldas, los cuales se encuentran administrados por el municipio accionado, que también se encarga de reconocer y pagar las pensiones y/o bonos pensionales, en calidad de administrador del contrato de concurrencia.

Precisó que en la actualidad se encuentra al día en el pago de los aportes que debe realizar dentro de dicho convenio, al paso que hace claridad en relación con el hecho de que Porvenir S.A. en momento alguno ha efectuado solicitud a ese ente territorial buscando el reconocimiento y pago el bono pensional a favor del señor Mesa Idarraga.
El municipio de Manizales por su parte expuso como argumento defensivo que el señor Mesa Idarraga nunca prestó sus servicios a ese ente territorial, motivo por el cual no está llamado a reconocer a favor de aquél, ninguna prestación derivada del sistema de seguridad social, pues dicha carga le compete a quienes fungieron como sus empleadores.
Hizo referencia igualmente al contrato de concurrencia No 1186 suscrito entre ese municipio, el departamento de Caldas y la Nación para financiar los pasivos prestacionales del sector salud, dentro del que se cuenta la ESE Hospital de Caldas; que en tal convenio se constituyeron reservas a favor de los trabajadores activos y de los jubilados, grupos en los que no se encuentre el actor, toda vez que para el 10 de agosto de 1991, fecha de suscripción de citado acuerdo, se había retirado de centro hospitalario desde el 13  de junio de 1987, por lo que, en concepto de la Dirección de Regulación Económica de la Seguridad Social (DRESS) del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el pago del bono pensional, en este caso, se encuentra a cargo de la ESE accionada, en calidad de empleadora.
Finalmente, indica que en otras acciones de tutela adelantadas en diferentes despachos judiciales del eje cafetero y que tratan temas como el que hoy se estudia, fue ordenada a la ESE Hospital de Caldas liquidar y emitir la cuota parte del bono pensional de trabajadores que se reportaban como retirados al momento de suscribirse el contrato de concurrencia No 1186.

Mediante providencia de fecha 11 de noviembre de 2016, el juzgado de conocimiento declaró que fue superada la situación que puso en peligro el derecho fundamental de petición en relación con la modificación de información laboral con destino a la emisión de bonos pensionales tipo A del afiliado al RAIS, al paso que negó la protección en relación con la vida digna, seguridad social y al mínimo vital a advertir que no es la vía constitucional la llamada a definir el derecho pensional como lo pretende el actor.
Finalmente, requirió a Porvenir S.A. para que brindara al actor toda la asesoría necesaria para que logre el reconocimiento y pago de la pensión de vejez o a la prestación a la que haya lugar.

Inconforme con la decisión, el actor la impugnó indicando, luego de hacer un recuento de las respuestas ofrecidas por cada una de las accionadas, que la falta de definición de la entidad que le asiste la obligación de reconocer y pagar el bono pensional del periodo que laboró al servicio del Hospital de Caldas, vulnera los derechos fundamentales reclamados, toda vez que impide que sea definido su derecho pensional por parte de Porvenir S.A.
Sostiene igualmente que es claro que la llamada a resolver el conflicto que se ha presentado en su caso, es la ESE Hospital de Caldas, tal como lo ha considerado la Corte Constitucional.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

El asunto bajo análisis plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Procede la acción de tutela para solicitar el pago de una prestación de la seguridad social?
Antes de abordar los interrogantes formulados, cabe recordar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA 

Una de las características de éste mecanismo de protección excepcional, es la de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual, que sólo se abre paso cuando el afectado carece de otros medios de defensa, o cuando, existiendo, se la utiliza como mecanismo transitorio de aplicación inmediata, para evitar un perjuicio irremediable.

Frente a la procedencia de la acción de tutela, cuando existen mecanismos ordinarios de defensa, la Corte Constitucional, en la sentencia T-271-13, expuso lo siguiente:

“La Corte ha sido particularmente incisiva en señalar que la acción de tutela no fue diseñada por el Constituyente de 1991 como un medio judicial alternativo, adicional o complementario de los establecidos por la ley para la defensa de los derechos, pues con ella no se busca reemplazar los procesos ordinarios o especiales y, menos aún, desconocer los mecanismos dispuestos al interior de estos procesos para controvertir las decisiones que se adopten. Acorde con los principios de inmediatez y subsidiariedad que le son consustanciales, el propósito perseguido por la acción de tutela se concreta en garantizar la protección efectiva y actual, pero supletoria, de los derechos constitucionales fundamentales”

No obstante en Sentencia T-0795-2007, la Corte Constitucional en tema similar al que hoy ocupa la atención de la Sala, frente a la procedencia de la acción de tutela para solicitar la emisión de bonos pensionales, indicó lo siguiente:

“De la jurisprudencia constitucional se desprende que, como regla general, la acción de tutela no resulta procedente para ordenar el reconocimiento de derechos que sean motivo de litigio, pues es claro que, en principio, las controversias suscitadas entre distintas partes se deben ventilar ante los jueces competentes y en uso de los procedimientos para tal efecto establecidos.

Conforme al anterior planteamiento, una controversia referente a la tardanza en la emisión de un bono pensional escapa a los propósitos de protección inherentes a la acción de tutela. Sin embargo, distintas Salas de Revisión de esta Corte han estimado que cuando la demora en la emisión de un bono pensional impide el oportuno reconocimiento de pensiones de jubilación o de vejez, la acción de tutela procede como remedio excepcional para la protección del derecho a la seguridad social en conexidad con el derecho al mínimo vital y la dignidad humana
.

Así, respecto de aquellos casos en los cuales el reconocimiento y pago de una pensión depende de la exigencia de un bono pensional, la jurisprudencia de esta Corporación ha indicado que la tutela procede siempre que no sea utilizada como mecanismo para pretermitir el trámite administrativo correspondiente o para procurar la protección del derecho de petición sin haber presentado solicitud expresa a la entidad encargada de emitir el bono (i) y, de igual manera, ha insistido en que se debe comprobar que los trámites administrativos dilatan de manera injustificada la decisión de fondo sobre la pensión (ii) y que a causa del retardo en la expedición del bono pensional se produce una vulneración de derechos fundamentales, dadas las especiales condiciones de la persona que aspira a obtener la pensión (iii)
”.

2. CASO CONCRETO

Lo primero que debe precisarse en el presente caso, es que desde la providencia que decretó la nulidad de la actuación surtida en primer grado a partir de la sentencia proferida por el juzgado de conocimiento el 15 de septiembre de 2016, la Sala determinó los hechos que el actor identificó vulneratorios de su derechos fundamentales, siendo éstos:  i) la falta de respuesta de la ESE Hospital de Caldas al derecho de petición formulado el día 11 de septiembre de 2015, ii) la necesidad de que esa entidad expidiera la certificación del tiempo de servicios y iii) el reconocimiento de su bono pensional, para poder continuar con el trámite pensional adelantado ante Porvenir S.A.

Ciertamente, no discute la Sala el hecho de que la ESE accionada, en virtud al requerimiento efectuado el 11 de septiembre de 2011, desde el 25 de septiembre de 2015, remitió a la Coordinación de Operación del Consorcio ASD-SERVIS-CROMASOFT, certificado de bono pensional F-036-15 a nombre de actor, con la respectiva corrección en el formulario 1º campo 29 en el formato CLEBP emanado del Ministerio de Hacienda, lo que indica que, tal como lo consideró el juez de primer grado, por lo menos en relación con la vulneración del derecho de petición, fue superado el hecho que la originó.
No obstante, si bien la acción de tutela no fue concebida para ser utilizada como mecanismo principal por quienes aspiran al reconocimiento y pago de la pensión de vejez, lo cierto es que del trámite procesal se desentraña que aunque ese es el anhelo del actor, se han presentado una serie de obstáculos que han impedido que Porvenir S.A. defina si le asiste o no derecho a la prestación reclamada y ello se evidencia en la negativa del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el departamento de Caldas y el municipio de Manizales por un lado y la ESE Hospital de Caldas, por otro para reconocer y pagar el bono pensional que corresponde por el periodo en que el señor Mesa Idarraga laboró al servicio de la “Beneficencia de Manizales”, pues la última alega que la responsabilidad es de las primeras y éstas a su vez afirman que la carga le compete a quien fungió como empleadora del accionante, que para el caso, es la ESE accionada.
Como puede observarse, en los términos de la jurisprudencia antes citada, el trámite injustificado al que ha sido sometido el accionante, afecta sus derechos fundamentales a la seguridad social en conexidad con el mínimo vital y la dignidad humana, razón por la cual procederá la Sala a determinar a qué entidad le corresponde el reconocimiento y pago del bono pensional correspondiente al periodo laborado entre el 1º de agosto de 1974 y el 16 de septiembre de 1979 para la Beneficencia de Manizales.

Lo primero que debe indicarse es que ésta entidad fue constituida mediante el Acuerdo Municipal No 55 de 1945 como encargada de la dirección, administración y sostenimiento de varios establecimientos, entre ellos el Hospital Municipal San Juan de Dios y sus dependencias.  Posteriormente, con la expedición de la Ley 10 de 1990, esa entidad se disgregó en tres entidades, una de ellas el Hospital de Caldas, creado mediante Decreto Extraordinario 489 de 1991, reestructurado, mediante Decreto extraordinario No 142 de 1995, en Empresa Social del Estado.
Ahora, ninguna de las entidades llamadas a responder por la cuota parte del bono pensional del actor, desconocen la existencia del contrato de concurrencia No 1186 de 1997, suscrito entre el entonces Ministerio de Salud, el Departamento de Caldas y el Municipio de Manizales, con el fin de colaborar con la financiación del pasivo prestacional del sector salud de éste último.

Dicho convenio, conforme lo precisa la Subdirección de Pensiones del Ministerio de Hacienda –fl 132 a 133- incluye al personal activo y jubilado de las instituciones de salud de Manizales en las que se cuenta la ESE Hospital de Caldas, quedando inscritos en la Certificación de Beneficio del extinto Fondo de Pasivo Prestacional del Sector Salud expedida por la Dirección General de Descentralización y Desarrollo Territorial del entonces Ministerio de Salud, certificación en la que también aparece el señor José Silvio Mesa Idarraga, pero en calidad de beneficiario retirado por parte del Hospital Universitario de Caldas, por lo que en su caso aplica el artículo 9º del Decreto 3061 de 1997, reglamentario de la Ley 60 de 1993, que establece que en los cálculos actuariales no se incluirá el pasivo pensional correspondiente a las cuotas partes del personal que se hubiere retirado antes de la fecha del cálculo, lo cual ocurrió en este caso, pues el accionante se retiró el 16 de septiembre de 1979 y el cálculo se efectuó con fecha de corte 31 de diciembre de 1993.
En casos como el del actor, lo que corresponde es la aplicación del artículo 242 de la Ley 100 de 1993, que establece que las “entidades del sector salud deberán seguir presupuestando y pagando las cesantías y pensiones a que están obligadas hasta tanto no se realice el corte de cuentas con el fondo prestacional y se establezcan para cada caso la concurrencia a que están obligadas las entidades territoriales en los términos previstos en la Ley 60 de 1993.

Por todo lo anterior, al no quedar incluido, dentro del cálculo efectuado para efectos del contrato de concurrencia antes citado, el pasivo pensional del actor, pues se hallaba retirado del Hospital de Caldas para el momento en que se constituyó éste, es la ESE Hospital de Caldas la llamada a pagar la cuota parte del bono pensional correspondiente al periodo que el señor Mesa Idarraga laboró al servicio de la Beneficencia de Manizales, en el periodo comprendido entre el  1º de agosto de 1974 y el 16 de septiembre de 1979, “sin perjuicio que al efectuar el cruce de cuentas para determinar lo adeudado por lo concurrentes, estos puedan ser devueltos a la institución hospitalaria con el contrato de concurrencia si a ello hay lugar”, tal como lo señaló la Subdirectora de Pensiones de la Dirección de Regulación Económica de la Seguridad Social del Ministerio de Hacienda y Crédito Público en comunicación visible a folio 283 y siguientes del expediente.
En el anterior orden de ideas, se modificará el ordinal segundo de la sentencia impugna, para amparar el derecho fundamental a la seguridad, en conexidad con los derechos al mínimo vital y a la dignidad humana y como consecuencia, se ordenará a la ESE HOPITAL DEL CALDAS, a través de su Gerente, doctor Jorge Enrique Robledo Cardona, que en el término improrrogable de diez (10) días, proceda de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65 del Decreto 1748 de 1995, adicionado por el artículo 27 del Decreto 1513 de 1998.  
Así mismo, se dispondrá al Ministerio de Hacienda y Crédito Público Oficina de Bonos Pensionales, Coordinada por el doctor DARIO BARBOSA VÉLEZ que una vez cumplido lo anterior, proceda, con arreglo a las disposiciones legales a emitir el respectivo bono. 

En virtud de lo dicho, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO: MODIFICAR el ordinal SEGUNDO de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, el día 11 de noviembre de 2016, el cual quedará así:

“SEGUNDO: TUTELAR el derecho fundamental a la seguridad social en conexidad con los derechos al mínimo vital y a la dignidad humana, de los cuales es titular el señor JOSE SILVIO MESA IDARRAGA

Como consecuencia de lo anterior, se ORDENA A la ESE HOPITAL DEL CALDAS, a través de su Gerente, doctor Jorge Enrique Robledo Cardona, que en el término improrrogable de diez (10) días, proceda de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65 del Decreto 1748 de 1995, adicionado por el artículo 27 del Decreto 1513 de 1998.  
Así mismo, se ORDENAR al Ministerio de Hacienda y Crédito Público Oficina de Bonos Pensionales, a través de su Coordinadora, doctor Dario Barbosa Vélez, que una vez cumplido lo anterior por parte de la ESE Hospital de Caldas, proceda, con arreglo a las disposiciones legales a emitir el respectivo bono”. 

SEGUNDO: CONFIRMAR en todo lo demás la providencia impugnada.

TERCERO: NOTIFÍQUESE esta decisión a las partes por el medio más expedito.
CUARTO: ENVÍESE, lo más pronto posible, a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

Notifíquese y Cúmplase.

Los Magistrados,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES        OLGA LUCÍA HOYOS OCAMPO
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
� Corte Constitucional, Sentencia T-801 de 2006. M. P. Rodrigo Escobar Gil.


� Cfr. Corte Constitucional, Sentencia T-589 de 2004. M. P. Rodrigo Escobar Gil.
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